
Bono clase media. 

Cuando el reloj marcaba cerca de las
15:00 horas, las cámaras de seguridad
del perímetro del barrio Franklin regis-
traron la llegada de un vehículo al esta-
cionamiento colindante a un galpón del
sector. De ese auto descendieron cuatro
encapuchados, cada uno portaba un ar-
ma de fuego y, posteriormente, por ra-
zones que se investigan, dispararon cer-
ca de 40 veces hacia el interior del recin-
to. Tras la balacera, los atacantes huye-
ron con dirección al poniente por calle
Centenario.

Los tiros alcanzaron a tres personas
que se encontraban en el lugar. Se trata
de dos chilenos y una haitiana. Una de
las víctimas se encuentra en riesgo vital,
tras ser herida en la cabeza, y cuenta con
antecedentes previos por homicidio,
mientras que los otros dos lesionados se
mantienen con diagnóstico reservado.
Todos fueron trasladados al Hospital
Barros Luco, que queda a pocos metros

de donde se produjo el ataque. 
Francisco Morales, fiscal del Equipo

de Crimen Organizado y Homicidios
(ECOH), mencionó que “el vehículo en
el que actúan los sujetos tiene encargo
por robo y habría sido sustraído me-
diante un robo con intimidación el día 1
de junio, en la comuna de Huechuraba”.

n Indagan armas usadas en ataque
Por su parte, el teniente coronel de

Carabineros Cristián Becerra comentó
que “tenemos levantada evidencia ba-
lística, cerca de cuarenta vainas, todas
del mismo calibre, desconocemos el ti-
po de armamento que se utilizó; sin em-
bargo, tenemos desplegado personal te-
rritorial e investigativo para dar con las
personas (...), aparte de levantar la evi-
dencia respectiva, para poder entregár-
sela al Ministerio Público”. Finalmente,
las diligencias quedaron a cargo del La-
boratorio de Criminalística de Carabi-
neros (Labocar) y el equipo OS9, tam-
bién de la policía uniformada.

Los cuatro atacantes portaban armas

Balacera en barrio Franklin:
se percutaron cerca de 40
disparos a plena luz del día 

Tres personas fueron heridas, dos se encuentran
con diagnóstico reservado y una con riesgo vital. 
SOFÍA FARÍAS G.

En la imagen, pericias realizadas en el sector del barrio Franklin por el OS9 y el Labora-
torio de Carabineros, tras la balacera registrada ayer por la tarde.

Con “urgencia” pidió el persecutor
de la Fiscalía Metropolitana Oriente,
Felipe Sepúlveda, que se fije la audien-
cia de extradición, desde Brasil, de
Martín de los Santos por su eventual
responsabilidad en la golpiza de un
conserje en Vitacura. 

Así lo solicita al 4° Juzgado de Ga-
rantía de Santiago donde espera con-
seguir la orden para ello, la que se ele-
vará a la Corte capitalina, para que De
los Santos regrese a Chile. 

El mismo tribunal dejó para esta ma-
ñana la audiencia donde el fiscal ex-
pondrá los argumentos para sustentar
la extradición y prisión preventiva del
imputado. 

La instancia judicial se había fijado
para la reformalización en ausencia de
De los Santos, aunque su defensa pe-
nal pública se opone, indicando que
los cargos ya se le habían comunicado
la semana pasada. 

Martín de los Santos salió de Chile el
19 de junio pasado rumbo a Brasil. Te-
nía pasaje de retorno para el 22 del
mismo mes, pero no volvió. 

Ayer en Brasil se declaró legal su de-
tención y quedó privado de libertad,
de manera preventiva, en la cárcel ubi-
cada en el estado de Mato Grosso.

n Movimientos por Florianópo-
lis y São Paulo

Tras varios días prófugo, finalmen-
te, la coordinación de la PDI con la po-
licía federal de Brasil e Interpol permi-
tió el arresto de De los Santos.

Un reporte interno en la investiga-
ción dice que la Policía Federal de Bra-

sil OCN Brasilia, “en coordinación con
la PDI de Chile, detuvo en Cuiabá, Ma-
to Grosso, a unos 317 kilómetros de la
frontera con Bolivia, a Martín de los
Santos Lehmann”.

Ayer, además, se comunicó que el im-
putado tiene “una notificación roja de
Interpol y una orden de detención con
fines de extradición vigente y permane-
cerá en la ciudad donde fue detenido, a
la espera de la decisión que tomará la
autoridad competente de ese país”.

Según registros de la investigación,

realizó movimientos por Florianópo-
lis y São Paulo. 

n Necesitaba mayor cautelar,
reconocen investigadores

Si bien De los Santos fue formaliza-
do por el delito de lesiones graves, cu-
ya pena va de los 541 días a 3 años, pu-
do pedirse su arraigo y no se hizo,
apuntó la fiscalía en conversación con
radio Universo.

La vocera de la Fiscalía Metropolitana
Oriente, Pamela Valdés, expresó: “Se de-
bió haber pedido su arraigo (nacional)”,
dijo, y también: “Nosotros lo asumimos
en este caso y se va a sacar prontamente
una instrucción por parte de la fiscal re-
gional (Lorena Parra) en cuanto a los deli-
tos de una penalidad menor que no sean
de crimen: siempre solicitar la medida
cautelar de arraigo”, afirmó la abogada.

Está imputado por agredir a conserje en Vitacura:

Declaran legal detención de De los
Santos en Brasil y fiscal pedirá hoy
su extradición en audiencia 

Fue detenido en Cuiabá, Mato Grosso, a cerca de 300 kilómetros de
Bolivia. En la cárcel de ese estado quedó ayer privado de libertad. 
LORENA CRUZAT 
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Contra el imputado ya pesa una orden
judicial para su prisión preventiva, la
que deberá cumplir de inmediato una

vez en Chile. 

La fiscalía verificó que el imputado ya se encontraba en Brasil al momento de su
reformalización la semana pasada. 

“Todas las causas se encuen-
tran terminadas”. Así lo señaló el
Ministerio Público, por la arista
penal que se abrió cuando se de-
tectó en 2020 que 37 mil de las
437 mil personas que habrían re-
cibido el bono clase media sin
cumplir los requisitos, eran fun-
cionarios públicos. El caso derivó
en que el Servicio de Impuestos
Internos (SII) permitiera que se
devolvieran los montos, aunque
igualmente los antecedentes fue-
ron remitidos al organismo de
persecución penal. Lo ocurrido
había generado polémica. 

“La Fiscalía generó 179 causas
con su respectivo RUC (número
identificador de causa) para in-
vestigar separadamente a igual
cantidad de funcionarios públi-
cos que habían solicitado el bono
y cuya remuneración oscilaba en
el tramo más alto (con tope de
$2.000.000) y respecto de quie-
nes existía indicios suficientes de
ser procedente un reproche pe-
nal, atendido su deber de cuidado
y probidad en el acceso a presta-
ciones del Estado”, respondió a
este medio, por escrito y tras una
solicitud por Ley de Transparen-
cia, la Fiscalía Regional de Los La-
gos, a la que se le asignó la investi-
gación de todos los casos.

De igual forma, el organismo
de persecución penal indicó que
“con la información enviada por
el SII durante la investigación, se

determinó que algunos funciona-
rios habían reintegrado (los fon-
dos) dentro de plazo o bien les co-
rrespondía el bono”. Así, de las
casi 180 causas que se fueron ce-
rrando en los últimos años, la fis-
calía informó que 162 terminaron
en archivo provisional, es decir,
sin imputado. 

n Falta de información des-
de el SII, apunta fiscalía

El fiscal Marcelo Maldonado,
vocero de la jurisdicción de Los
Lagos, explicó ayer que el cierre
de las causas se hizo luego de que
el SII informara, mediante la reso-

lución exenta 132, de 2020, que se
estableció un procedimiento es-
pecial para que las personas acla-
ren “las inconsistencias detecta-
das en la solicitud del aporte fiscal
o para su restitución (…), cuya
verificación se completaría en la
operación renta año 2021”.

En ese marco, dice Maldonado,
“había personas que estaban en
esa fecha reintegrando los mon-
tos obtenidos, como así también
otras que estaban acreditando la
procedencia del beneficio solicita-
do”. Pero, agrega, “entre la infor-
mación entregada por el SII a la
fiscalía, se estableció el desconoci-

miento por parte de dicho servi-
cio sobre el número de personas
que pudieron haber obtenido de
manera indebida el beneficio”.

n “Favorece el modus viven-
di del ‘pillo’”, advierten entre
penalistas

Ante el modo en que acabaron
las causas, Tatiana Vargas, acadé-
mica de la Universidad de los An-
des, plantea: “Se entiende que la
falta de seguimiento penal obe-
dezca a una deficiencia probato-
ria, pero llama la atención si los
funcionarios están identificados y
se permite la devolución de dine-
ros, de suerte que estaría acredita-
da una conducta de apropiación o
fraude. Es importante recordar
que en estos casos no solo se afec-
ta la propiedad, el fisco, sino que
también hay una falta de probi-
dad, que hace más grave estas
conductas”.

Su par de la U. Diego Portales,
Fernando Londoño, sostiene que
“el Ministerio Público —como
cualquier órgano con recursos
humanos limitados— tiene se-
rias dificultades para lidiar con
violaciones masivas o cuantitati-
vamente muy significativas. Allí
donde la violación a la ley es tan
extendida o ubicua —hasta el
punto de volverse casi ‘idiosin-
crásica’— no es razonable car-
garle toda la mano al Ministerio
Público. Más allá de eso, agrega,
“llama la atención que no se haya
llegado a ninguna condena,

cuanto menos para los casos más
graves (conforme a lo informado,
al menos)”.

“Es indudable que resultados
semejantes son desalentadores y
transmiten una señal de ‘flexibili-
dad’ —para decirlo con un eufe-
mismo—que termina por favore-
cer el modus vivendi del ‘pillo’”,
apunta Londoño.

Algo similar pasó con el caso de
las pensiones de gracia del estalli-
do, se otorgaron 418 y de ellas 70
fueron objetadas por la Contralo-
ría e investigadas por el Ministe-
rio Público. Sin embargo, serán
dos los imputados
formalizados este
24 de julio. En los
demás casos se acre-
ditó que correspon-
día el beneficio. 

n Preocupación
de cara al caso de
licencias médicas

A c t u a l m e n t e ,
también se abrió una arista penal
—que sigue en curso y se encuen-
tra en una etapa temprana— para
determinar qué habría pasado
con más de 25 mil funcionarios
públicos que salieron del país es-
tando con licencia médica. 

Para Catherine Lathrop, aboga-
da penalista, “es probable que mu-
chas de estas investigaciones tam-
bién terminen sin sanción penal.
La inercia institucional y la falta de
herramientas efectivas para inves-
tigar delitos funcionarios masivos

dentro del aparato público hacen
que estos casos se diluyan. Sin em-
bargo, estamos hablando de posi-
bles defraudaciones sistemáticas,
cometidas en contexto de pande-
mia, donde el deber ético y jurídi-
co de los funcionarios era mayor.
Si nuevamente se opta por archi-
var sin investigar a fondo, se tien-
de a consolidar un doble estándar
peligroso: uno para el ciudadano
común, y otro para quienes abu-
san desde el Estado”.

Jorge Gálvez, académico de la
U. Católica, cree que “dada la ma-
sividad de los fraudes detectados

por Contraloría, co-
mo también los altí-
simos montos de di-
nero que han signifi-
cado como perjuicio
estatal, es deseable
que se produzcan
condenas ejempla-
res de la mayor can-
tidad de funciona-
rios públicos y médi-

cos implicados en el fraude”.
Mientras que al penalista y ex-

fiscal Marcelo Sanfeliú le parece
clave “la política criminal que
adopte el Ministerio Público,
porque claramente se trata de un
fraude al fisco cometido por fun-
cionarios públicos, por lo que los
instructivos y lineamientos en la
persecución penal que establez-
ca la Unidad Anticorrupción de
la Fiscalía Nacional darán luces
de la manera que quiera perse-
guir este tipo de delitos”.

Expertos advierten riesgos de estos términos

Bono clase media:
Casi todas las causas
contra funcionarios
públicos se cerraron
sin imputados

EDUARDO CANDIA y ALEJANDRA ZÚÑIGA

Pese a que se denunció a 37 mil empleados por cobrar el
beneficio, sin cumplir con los requisitos, la fiscalía indagó a
179, pero la mayoría de estos casos acabó archivado.

BENEFICIO
El bono consistía en un

aporte de $500 mil para
quienes habían perdido
sus empleos o sufrido la
reducción de ingresos

en la pandemia.
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179
causas tramitó la fiscalía para investigar a

la misma cantidad de funcionarios

162
quedaron en archivo provisional. El Mi-

nisterio Público define esto como la “facul-
tad que se otorga a la Fiscalía para archivar
aquellas investigaciones en las que no apa-
recieren antecedentes que permitan desa-
rrollar actividades para el esclarecimiento
de los hechos. En el caso de surgir nuevos
antecedentes, la víctima puede solicitar la
reapertura del procedimiento y la realiza-

ción de diligencias de investigación. Asimis-
mo, puede solicitar el rechazo de la decisión

ante las autoridades de la Fiscalía”. 

9
terminaron 

en la suspensión
condicional del
procedimiento.

6
finalizaron

en un acuerdo
reparatorio.

2
veces se tomó la

decisión de no
perseverar.
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